PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe sobre los siguientes puntos:

1°. Si subsiste alguna relación contractual de la Provincia con ejecutores fiscales particulares. En su caso, se remitirán los antecedentes relacionados con este hecho;

2°. Si la Provincia, a través de la Administración Provincial de Impuestos (A.P.I.), tiene registros de la totalidad de reclamaciones y de demandas instauradas por los ejecutores fiscales particulares, iniciadas conforme a las relaciones contractuales oportunamente suscriptas con los mismos. En su caso, se remitirán todos los antecedentes relacionados con este hecho, debidamente discriminados por ejecutor;

3°. Si la Provincia , a través de la Administración Provincial de Impuestos (A.P.I.), está en condiciones de informar el estado judicial de cada una de las demandas instauradas y si en las mismas se ha operado la caducidad de instancia o la prescripción de la acción. En su caso remitirá los antecedentes relacionados con este hecho;

4°. Si la Provincia tiene conocimiento que cada vez que un contribuyente solicita liquidación del impuesto inmobiliario o tramita una certificación de libre deuda, siguen liquidándose supuestas deudas por supuestos honorarios profesionales debidos a ejecutores fiscales particulares;

5°. Si no considera que principios de seguridad jurídica y de respeto a los contribuyentes exigen dar definitivamente de baja –cancelar– toda supuesta obligación hacia ejecutores particulares, por el mero transcurso del tiempo.- 

Fundamentos:

Señor Presidente:


Los contribuyentes de la Provincia cada vez que solicitan una certificación de l libre deuda del impuesto inmobiliario, suelen encontrarse con la sorpresa que se los obliga a desfilar por el estudio de algún abogado ejecutor particular. Todos supimos que desde hace tiempo y allá lejos la administración provincial dejó sin efecto aquella experiencia de “ejecutores particulares” de los tributos provinciales, que sirvió para engordar las alforjas de los selectos privilegiados en ejecutar impuestos públicos y que, según es vox populi, también el de algunos funcionarios ligados con el criterio seleccionador. También supimos que el Estado tuvo que pagar a algunos ejecutores designados sin ningún criterio de economía, eficiencia y eficacia (el mito de las tres “E” todavía en boga), jugosas sumas resarcitorias. No obstante esta experiencia desgraciada la Municipalidad de Santa Fe estuvo a punto de repetir en el mismo error, que el Señor Intendente supo corregir a tiempo.-

Pero nos preocupa advertir que los contribuyentes deben padecer, todavía hoy, a más de quince años de estos hechos, el calvario de recorrer estudios particulares para conseguir un “libre deuda de honorarios y costas” para que el A.P.I. extienda la certificación a que la obliga la ley. El Estado se ha convertido así en un gestor coactivo de negocios ajenos, lo que es absolutamente incompatible con la función pública.-

Pero lo más grave es que no existe para el contribuyente ninguna certeza sobre el derecho al cobro de los honorarios o costos y costas reclamados, porque en la mayoría de los casos no se han efectuado las intimaciones, o estas no han sido seguidas del ejercicio temporáneo de la acción judicial, o si fueron iniciadas, las mismas han caducado o prescripto por el transcurso del tiempo.-

Consideramos que la Provincia debe dar de baja definitivamente las situaciones creadas por estos malditos contratos y eximir al contribuyente de toda obligación al respecto.-

Por eso presentamos este pedido de informes y solicitamos se nos remita la documentación pertinente.- 

